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DECLARACIÓN DE PERTENENCIA / IDENTIFICACIÓN DEL BIEN NO DEBE OFRECER DUDAS / FALTA DE IDENTIDAD DEL INMUEBLE / INDEBIDA IDENTIFICACIÓN DEL PREDIO DEBIÓ SER PUESTA DE PRESENTE EN LA DEMANDA / Y es que la sentencia que acoja pretensiones de tal naturaleza no debe ofrecer duda en relación con el bien que se pretende en usucapión, pues es ese uno de los presupuestos de la acción, y en forma similar a lo que acontece en materia de reivindicación en la que debe acreditarse la identidad entre la cosa perseguida por el actor y la poseída por el demandado, en eventos como el que ahora ocupa la atención de la Sala, debe existir plena identidad entre el bien poseído y aquel que se reclama en usucapión.
(…)

En este caso, las pruebas recogidas no permiten identificar el predio que reclama la demandante en  pertenencia, de acuerdo con la descripción que de él se hizo en el escrito por medio del cual se formuló la acción, como pasa a explicarse.

(…)

Las pruebas hasta aquí referidas ponen en evidencia la falta de identidad del inmueble reclamado en usucapión, pues no coincide la descripción que de él se hizo en el escrito por medio del cual se dio inició a la acción, con aquel que se hizo en la inspección judicial, en el dictamen pericial y menos con la que se hace en el certificado de tradición, sin que además ni siquiera coincidan tales pruebas con el área del predio, que se dijo  en la demanda era de una cuadra, la que considera el apoderado de la recurrente equivale a 6.400 metros cuadrados, mientras el perito afirmó que era de 1.588 metros cuadrados y el certificado de tradición relaciona una de 600 metros cuadrados. 

Es evidente entonces que las pretensiones de la demanda no estaban llamadas a prosperar, pues no se logró establecer la identidad del inmueble pretendido en usucapión con aquel a que se refieren las pruebas referidas.  

(…)

Si la parte actora tenía conocimiento de la indebida identificación del bien, ha debido plantearlo desde el mismo momento en que formuló la acción, indicando cuáles eran sus linderos actuales y el área, de manera que tal que en la sentencia resultara posible  adoptar la decisión correspondiente. Pero ello no puede hacerse tardíamente, sorprendiendo a la parte demandada y a las demás personas indeterminadas que fueron llamadas a este proceso, con hechos respectos de los cuales no tuvieron oportunidad de defenderse, pues en tal forma se le lesionaría el derecho a un debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la CN.
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PRETENSIONES: Solicita la señora María Melva López Sánchez, en acción  dirigida contra  Amador de Jesús Varela Duque, Alfonso Martínez Duque en representación de Mercedes o María Mercedes Varela Duque, fallecida, Gilma Varela Montoya en representación de José Aldemar Varela Duque ya fallecido, todos en calidad de herederos de la señora Francisca o Ana Franciscva Duque de Varela, los herederos indeterminados y demás personas indeterminadas, se declare: a) que adquirió por prescripción extraordinaria el inmueble ubicado en la vereda Tribunas de Pereira, denominado el Guayabo” de una extensión aproximada de una cuadra, que se describe por sus linderos y se identifica con matrícula inmobiliaria No. 290-24820; b) se ordene la cancelación del registro de la propiedad de la señora Francisca Duque de Varela y se inscriba a nombre de la demandante; c) se actualicen los linderos del inmueble, de acuerdo con la inspección judicial y se inscriban en la tradición y se condene en costas a los demandados en caso de oposición.
HECHOS: Se describe el inmueble pro sus linderos y se dice que los linderos fueron tomados de la escritura pública  932 del 20 de mayo de 1970, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira, según anotación 5 del certificado de tradición. Luego se dice que ese inmueble lo posee la demandante desde 1996, cuando falleció su anterior  poseedor, el señor Juan Gregorio Díaz Duque, posesión que este venía ejerciendo desde hace más de treinta años, sin  que se invoque la suma de posesiones; su área es inferior a 15 hectáreas y no está destinado a la explotación agrícola; ha poseído durante 17 años y han transcurrido más de 10 desde cuando empezó a regir la ley 791 de 2002.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Negó pretensiones porque no está plenamente identificado el inmueble pretendido.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 5 de mayo del año 2017, en el proceso de pertenencia que instauró la señora María Melva López Sánchez contra los señores  Amador de Jesús Varela Duque, Alfonso Martínez Duque como heredero de la señora Mercedes o María Mercedes Varela Duque, y  Gilma Varela Montoya, como heredera de José Aldemar Varela Duque, el primero y los fallecidos herederos de la señora Francisca o Ana Francisca Duque de Varela. También se citaron como accionados a  los herederos indeterminados de esta última y a las demás personas indeterminadas.
CONSIDERACIONES 

1. Se hallan satisfechos en su integridad los presupuestos procesales y como ninguna causal de nulidad se ha configurado, se dictará  sentencia de mérito. 

2. Las partes además están legitimadas en la causa. La demandante al aducir su calidad de poseedora del inmueble pretendido en usucapión y los demandados como herederos de la propietaria inscrita, señora Ana Francisca Duque de Varela, lo que se demuestra con los documentos que obran a folios 7 a 16 del cuaderno principal. 

3. En el presente caso, ejerce la actora la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagraba el artículo 407 del CPC y en la actualidad el 375 del CGP.

El artículo 2512 del Código Civil define la prescripción como el  "... modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales". 

4. De acuerdo con los reparos que se hizo a la sentencia de primera instancia y a los alegatos formulados en esta sede, corresponde al Tribunal analizar si el inmueble objeto de la acción de pertenencia quedó debidamente identificado como lo alega el impugnante. Solo de serlo, se estudiarán los demás elementos de la acción de pertenencia. En últimas se establecerá si la sentencia de primera instancia debe ser confirmada o revocada

5. En el escrito por medio del cual se formuló la acción, se expresó que el inmueble objeto de usucapión se encuentra ubicado en el área semiurbana de la ciudad de Pereira, en la vereda Tribunas, denominado El Guayabo, con una extensión aproximada de una cuadra, cuyos linderos son: “Partiendo del mojón de piedra colocado en el camino viejo que conduce a Pereira en línea recta, hasta la carretera en lindero con predio que es o fue de Fidel Gaviria, de aquí por la carretera arriba hasta el mojón de piedra, en lindero que es o fue de Luis Idárraga, de aquí hasta otro mojón de piedra que es a unas 15 varas de este mojón, de aquí a otro mojón de piedra que se colocó en el camino viejo antes citado, este arriba hasta el primer mojón”, y se expresó que esos linderos fueron tomados de la escritura pública No. 932 del 20 de 1970, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, según anotación No. 5 del certificado de tradición del inmueble.

En tal forma se fijó el objeto de la controversia y en consecuencia, si alega la actora que por el modo de la prescripción adquirió el  referido bien, necesariamente debía cumplir los supuestos sustanciales que la ley estatuye como premisa normativa para que se le aplique la consecuencia jurídica que prevé la citada norma, entre ellos que el inmueble pretendido sea el mismo que aquella posee.

 
Y es que la sentencia que acoja pretensiones de tal naturaleza no debe ofrecer duda en relación con el bien que se pretende en usucapión, pues es ese uno de los presupuestos de la acción, y en forma similar a lo que acontece en materia de reivindicación en la que debe acreditarse la identidad entre la cosa perseguida por el actor y la poseída por el demandado, en eventos como el que ahora ocupa la atención de la Sala, debe existir plena identidad entre el bien poseído y aquel que se reclama en usucapión.

En relación con la identificación de los inmuebles pedidos en acciones como la propuesta, ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

“En síntesis, pues, no solo no coincide el lindero oriental anotado en la demanda, con el verificado por el juez en la inspección respectiva y por los peritos en su dictamen, sino que, además, las dimensiones y medidas calculados por estos, son muy distintas a las anotadas en la demanda, inconsistencias todas estas que desembocan en que no está suficientemente especificada la heredad reclamada por los demandantes, ni, por consiguiente, la posesión por ellos alegada, puesto que, como lo tiene dicho la Corte, “para poder afirmar que alguien posee un bien determinado, que tiene la tenencia de él con ánimo de señor y dueño, precisa saber  de  qué  bien  se  trata…

 
No se diga, como equivocadamente lo afirma el ad-quem, que deficiencias de esa estirpe atañen con la aptitud formal de la demanda, porque ésta, desde tal perspectiva, reúne las exigencias previstas en la ley procesal (artículo 76 del C. de P.C.), en cuanto que en ella se reseñaron unos linderos del inmueble con miras a especificarlo, descripción con la cual se cumplió el requerimiento normativo de esa índole (estrictamente formal). No, lo que en verdad acontece es que los demandantes no lograron demostrar que el predio que dicen poseer, es el mismo al que se refiere la demanda o, lo que es lo mismo, no pudieron determinar el inmueble que poseen, siendo esta una de las condiciones legales de la posesión; por supuesto que retomando la definición del artículo 762 del Código Civil, se tiene que "la posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño". La alocución "determinada" es el participio pasivo del verbo "determinar" que, según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, significa: "Fijar los términos de una cosa/ 2. Distinguir, discernir...". 

Subsecuentemente, el inmueble que afirman poseer los demandantes con miras a adquirirlo por prescripción debe estar plenamente identificado, es decir deben estar suficientemente establecidos los límites que permitan distinguirlo de los demás, cometido que no cumplieron los demandantes. 

No le era dable al sentenciador ajustar a su antojo en la parte resolutiva de la sentencia la extensión del lote, para hacerla concordar con las medidas anotadas en la demanda, so pretexto de conceder la usucapión únicamente hasta lo pedido, pues en tal caso habría que preguntarse a cual extremo de cada lindero debía aplicársele la reducción de la extensión y cómo sumarle el faltante al lindero oriental…” (Sala de Casación Civil, sentencia del 4 de abril de 2000, Magistrado Ponente: Jorge Antonio Castillo Rugeles, expediente No. 5311).

6. En este caso, las pruebas recogidas no permiten identificar el predio que reclama la demandante en  pertenencia, de acuerdo con la descripción que de él se hizo en el escrito por medio del cual se formuló la acción, como pasa a explicarse. 

En la inspección judicial practicada en el curso del proceso, el  16 de julio de 2014, se indicó que se trata de un inmueble ubicado en el kilómetro 7 de la vía Pereira – Armenia; se describieron por sus principales características las construcciones en él levantadas, las que no se mencionaron en la demanda, y sus linderos se relacionaron así: “Por el norte, una parte con la vía pública Pereira – Armenia y propiedad de Pimpollo S.A.; por el sur, con propiedad de N.N., por cuanto no fue posible obtener el nombre del propietario, por el Oriente, con vía pública que conduce Pereira – Armenia, por el Occidente con propiedad de Pimpollo S.A.” (folios 3 a 5, cuaderno No. 4)
En la misma diligencia, se ordenó al perito que acompañó al juzgado, identificar las características de ese bien.

En el respectivo trabajo, el auxiliar de la justicia dijo que el inmueble se encuentra ubicado al costado derecho de la vía principal asfaltada que conduce de Pereira a Armenia, kilómetro 7, vereda Tribunas; en el lote se encuentran dos edificaciones, la primera usada como casa de habitación; la segunda como casa de habitación y vivero. Dijo además que el área del terreno es de 1.588 metros cuadrados y relacionó así sus linderos actuales: “Por el nor-oriente: con la vía principal que conduce a la ciudad de Pereira con la ciudad de Armenia. Por el nor-occidente: con el predio de propiedad de Pimpollo. Por el sur-oriente: Con la finca la cristalina o el prado (Recibo predial a nombre del señor Ricardo Antonio Calvo). Por el sur-occidente: Con predio de propiedad de Pimpollo.” Ese dictamen, puesto en conocimiento de las partes, en vigencia del CPC, no fue objetado. (folios 9 a 18, C 4).

En el certificado de tradición que se dice corresponde al inmueble objeto de la acción, que obra a folios 29 y 30 del cuaderno principal, se identifica el inmueble como un lote de terreno o solar, constante de 30 metros de frente por 20 metros de centro, que linda: “Por el frente, con la carretera central que de Pereira conduce a Armenia; por el centro, con predio de Alejandrina Idárraga; por un costado, con predio de Eloísa Torres y por el otro costado con predio de la misma Alejandrina Idárraga”.
Las pruebas hasta aquí referidas ponen en evidencia la falta de identidad del inmueble reclamado en usucapión, pues no coincide la descripción que de él se hizo en el escrito por medio del cual se dio inició a la acción, con aquel que se hizo en la inspección judicial, en el dictamen pericial y menos con la que se hace en el certificado de tradición, sin que además ni siquiera coincidan tales pruebas con el área del predio, que se dijo  en la demanda era de una cuadra, la que considera el apoderado de la recurrente equivale a 6.400 metros cuadrados, mientras el perito afirmó que era de 1.588 metros cuadrados y el certificado de tradición relaciona una de 600 metros cuadrados. 
Es evidente entonces que las pretensiones de la demanda no estaban llamadas a prosperar, pues no se logró establecer la identidad del inmueble pretendido en usucapión con aquel a que se refieren las pruebas referidas. 
7. Aduce el impugnante que el juzgado no tuvo en cuenta las copias del proceso radicado bajo el No. 086.2005 que entre las mismas  partes tramitó el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, en el que también se practicó inspección judicial al predio con matrícula inmobiliaria No.  290-24820, en el que se negó la petición de pertenencia porque la actora no llevaba el tiempo suficiente para adquirirlo por prescripción, y a los demandados la pretensión reivindicatoria porque no demostraron el derecho de dominio reclamado. Explicó que no hay duda de que se trata del mismo bien porque el único demandado que se opuso, no hizo ningún reparo al respecto y al describirlo, en la demanda de reconvención, lo hiieron como se hizo en el escrito por medio del cual se formuló aquella con la que se inició el proceso.
En el cuaderno No. 2 obran copias parciales de la actuación a que alude el recurrente; dentro de ellas no están la demandada de pertenencia ni de la de mutua petición, pero en los antecedentes de la sentencia de primera instancia, proferida el  7 de abril de 2008, (folios 40 a 58) se dijo que aquella fue instaurada por la señora María Melva López Sánchez contra Alfonso Martínez Varela, José Aldemar y Amador de Jesús Varela Duque, en calidad de herederos de Francisca Duque de Varela, los herederos indeterminados de la misma y demás personas indeterminadas. Además se identificaron la cabida y los linderos del inmueble en la misma forma como se hizo en el escrito que dio inicio a la acción que ahora se decide. Las pretensiones de la demanda principal y de la de reconvención fueron negadas y este Tribunal la confirmó, con sustento en los argumentos plasmados por el apoderado de la actora al sustentar la apelación. (folios 62 a 67)
En ese proceso también se practicó inspección judicial al predio en litigio, el  26 de octubre de 2007, en la que después de relacionar las construcciones existentes, se dijo que tenía una extensión aproximada de una cuadra; que la demandante informa que son 1.500 metros cuadrados más o menos, tiene forma irregular y sus linderos son: “por su frente, Norte con la carretera central, por el fondo o Sur con una parte de Pimpollo y otra parte con el aparta-hotel “La Casona”; por un costado o lado Occidental con la entrada a Pimpollo y por el Oriente con propiedad que se dice fue de Isaura Henao, hoy personas que no se pudo identificar”. (folio 38).

Es decir, que los linderos que en esa oportunidad encontró el juzgado, tampoco coinciden con los que se relacionaron en la demanda que dio comienzo a este proceso, sin que además se haya confirmado por el funcionario que practicó la prueba, el área del inmueble.
De todos modos, la circunstancia de que en ese otro proceso se hayan relacionado los linderos y el área del predio en la misma forma como se hizo en este, sin controversia de las partes que en ambos han intervenido, no constituye argumento que justifique revocar el fallo que se revisa, máxime cuando en ese asunto no llegó a analizarse lo relacionado con la identificación del predio.
Además, para rendir tributo a la congruencia que consagra el artículo 281 del CGP, el Tribunal no puede reconocer el derecho que se reclama respecto de un bien diferente al que se relaciona en los hechos y pretensiones  de la demanda.

Y ese principio no puede desconocerse porque se haya solicitado en las peticiones se actualizaran los linderos de acuerdo con la inspección judicial practicada, porque, dice el recurrente, desde la anterior demanda se observó que aunque se trataba del mismo bien, los linderos no coincidían con los que aparecían en el certificado de tradición, pues ese no fue supuesto fáctico de las pretensiones; es más, ninguno se narró para sustentar la referida solicitud, lo que justificaba que la demanda se hubiese inadmitido para que se diera cumplimiento al requisito exigido por el numeral 5º del artículo 82 del CGP.

Pero es que en acciones como esta, que recaen sobre inmuebles, debe identificarse desde el comienzo el que será objeto de declaración de pertenencia, tal como lo exigía para cuando se presentó la demanda el artículo 76 del CPC, según el cual, “Las demandas que versen sobre inmuebles, los especificarán por su ubicación, linderos, nomenclaturas y demás circunstancias que los identifiquen…”
Si la parte actora tenía conocimiento de la indebida identificación del bien, ha debido plantearlo desde el mismo momento en que formuló la acción, indicando cuáles eran sus linderos actuales y el área, de manera que tal que en la sentencia resultara posible  adoptar la decisión correspondiente. Pero ello no puede hacerse tardíamente, sorprendiendo a la parte demandada y a las demás personas indeterminadas que fueron llamadas a este proceso, con hechos respectos de los cuales no tuvieron oportunidad de defenderse, pues en tal forma se le lesionaría el derecho a un debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la CN.

Tampoco se trata de conceder menos de lo pedido como lo propone el impugnante, con fundamento en el artículo 305 del CPC y 281 del CGP, con el argumento de que se solicitó la usucapión respecto de un bien de un área de una cuadra, que dice, equivale a 6.400 metros cuadrados y en la inspección judicial se constató que mide 1.588 metros cuadrados, pues la diferencia entre esta y aquella es muy grande para considerar que se trata de un mismo bien y esa cabida ni siquiera coincide con la que se señala en el certificado de tradición que se dice es de 30 metros de  frente por 20 metros de centro, es decir 600 metros cuadrados. Todo ello permite concluir que a esta altura del litigio ni siquiera se sabe cuál es la real dimensión del predio.

La sentencia de la CSJ, proferida en el proceso reivindicatorio radicado bajo el No. 23001-31-10-002-1998-00467-01, con ponencia del Dr. Edgardo Villamil Portilla, del 25 de mayo de 2010, sobre la que se sustenta el recurso que ahora se decide, no tiene aplicación en el caso concreto, pues en ella se analizó el caso de la diferencia de áreas que respecto de un mismo inmueble se mencionaban en “10 fanegas” en una sentencia que declaró la prescripción a favor de una antigua propietaria, y en 66 hectáreas y 6.870 m2  en las escrituras públicas  otorgadas a los posteriores adquirentes y se concluyó por la Corte que “tal diferencia podría ser el resultado de lo que para la época en que se dictó la sentencia de pertenencia se entendía como “fanega” en esa zona del país, circunstancia que, en todo caso, no fue objeto de disputa en el expediente, pues las partes -y en especial la demandada- nada controvirtió al respecto y, además, el debate que se trae a la Corte tiene que ver con la identidad del inmueble y la condición de poseedora de Estebana Sánchez Sánchez, sin que exista reproche en torno a la cabida”.  
En este proceso, las diferencias existentes en el área y los  linderos del inmueble descrito en la demanda y aquellos a que se refieren la inspección judicial, el dictamen pericial practicado en la etapa probatoria del proceso y el certificado de tradición, carecen de justificación. El hecho de que los demandados no hayan controvertido lo relacionado con la identidad del bien, no justifica que el Tribunal acceda a las pretensiones invocadas respecto de uno diferente al que se refieren las pretensiones.

Tampoco puede resolverse la cuestión con la sentencia que también cita el impugnante, de la misma Corporación, que se dictó el 16 de junio de 2016, en proceso reivindicatorio, con radicación 6600131030032010-00207-01, en el que actuó como ponente el magistrado Fernando Giraldo Gutiérrez, porque la diferencia que se encontró en relación con la identificación del inmueble objeto de la acción era exclusivamente con el área del lindero oriental del predio de la convocante, que era de 69 metros aproximadamente según el título allegado, mientras que en las sentencias de un juicio de  deslinde y amojonamiento que inicialmente se ventiló entre las mismas partes, se indicó que era de 85. Dijo además la Corporación que no es menester una coincidencia matemática en tal aspecto, sino que se establezca la identidad entre el bien descrito en el título invocado y la demanda, con el poseído por el accionado, pero no es eso lo que acaece en el caso concreto, en el que el inmueble detallado en la demanda, no coincide en su área y linderos, con lo que mostraron el certificado de tradición, la inspección judicial y el peritaje ya referidos y no se trata de una pequeña diferencia sino de una importante respecto de su cabida que por obvias razones, afecta sus linderos. De manera que no hay como decirse, razonablemente, que se trate de un mismo bien.

Se refirió el apoderado de la demandante a los títulos de adquisición  a que se refieren las anotaciones 1 a 4 del certificado de tradición del inmueble objeto de controversia,  que obra a folios 29 y 30 del cuaderno principal y a la aclaración de la  cabida y linderos que se hizo constar en la anotación No. 5 del mismo documento, para en últimas concluir que la causante Francisca Duque de Varela ejercía posesión sobre todo el inmueble, pues así lo adquirió mediante contrato de compraventa, lo mismo, dice, se  demostró en la adjudicación que se hizo en su sucesión y también con la posterior solicitud de reivindicación a la demandante, sin que se encuentre explicación, agrega,  al porqué después de estar inscritas las primeras cuatro anotaciones en el documento mencionado, se alteren luego los linderos por escritura aclaratoria.

En el proceso no obra escritura pública alguna de aquellas a que se refieren las anotaciones que se consignaron en el certificado de que se trata, entonces no hay cómo analizar los argumentos del impugnante, que tardíamente vino a pedir pruebas al respecto, concretamente cuando estaba formulando sus alegatos en esta sede, petición que se recuerda, fue negada.

Aduce además que en la demanda se hace referencia a un predio de una cuadra que equivale a 6.400 metros cuadrados y en la inspección judicial se identificó uno de 1.558 metros cuadrados; sin embargo, de acuerdo con la escritura pública No. 221  del 2 de febrero de 1960 se  concluye que solo es un cuarto de cuadra, lo que equivale a 1.6000 metros cuadrados que coincide con lo observado en la inspección judicial. Al respecto se reitera, que la sentencia debe respetar el principio de congruencia y que se desconoce el contenido de la escritura pública citada.

8. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la providencia que se revisa y se condenará a la demandante a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de los demandados, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 5 de mayo del año 2017, en el proceso de pertenencia que instauró la señora María Melva López Sánchez contra los señores  Amador de Jesús Varela Duque, Alfonso Martínez Duque como heredero de la señora Mercedes o María Mercedes Varela Duque, y  Gilma Varela Montoya, como heredera de José Aldemar Varela Duque, el primero y los fallecidos herederos de la señora Francisca o Ana Francisca Duque de Varela y contra los herederos indeterminados de esta última y las demás personas indeterminadas.
Segundo: Costas a cargo de la demandante, a favor de los demandados. Liquídense por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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